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	Objetivos de la Política

(GN-2716-6)
	Descripción
	Comentarios

	2.2  La  promoción  del  acceso  y  el  incremento  de  la  eficiencia  y  calidad  de  los servicios públicos requerirá que las acciones del Banco estén orientadas a

	a. Fomentar el Acceso


	Fomentar el acceso al servicio a toda la población, incluyendo las comunidades y los grupos más desfavorecidos, en los ámbitos tanto urbano como rural.
	El Gobierno de Nicaragua (GdN) en el “Plan Nacional de Desarrollo Humano 2012-2016” (PNDH) establece una serie de lineamientos para la política de infraestructura energética que prioriza entre otras cosas la electrificación rural. 

En el “Plan de Acción del Sector Energético y  Minero 2012-2017” se establece en su primer objetivo el “Acceso universal a energía y servicios modernos”. 
Igualmente, se diseñó y se está ejecutando el “Programa Nacional de Electrificación Sostenible y Energía Renovable” (PNESER) que busca ampliar la cobertura nacional priorizando la conexión de áreas rurales. Un objetivo del PNESER establece: “Apoyar los esfuerzos del GdN para reducir la pobreza promoviendo el acceso de una porción importante de la población a un servicio de electricidad eficiente y sostenible”.

En el artículo 2 de la “Ley de la Industria Eléctrica” (Ley No. 272), se establece que la industria eléctrica se deberá regir según siete reglas específicas en las cuales la séptima indica que deberá buscar la “Expansión de la capacidad de generación de energía y del servicio eléctrico.” 

Igualmente, establece en el artículo 6 que el estado por medio del Ministerio de Energía y Minas (MEM) deberá “desarrollar la electrificación en el área rural y en las poblaciones menores donde no se ha desarrollado interés de participar de parte cualquiera de los agentes económicos”.     

Las reformas de políticas propuestas para financiamiento bajo el Programa, contribuirán al suministro suficiente de electricidad para satisfacer al crecimiento de la demanda, el incremento de la calidad del servicio, fomentando así el acceso, lo cual coincide con los principios de la Ley No. 272.

	b. Suministrar el acceso al servicio en condiciones de confiabilidad y calidad adecuadas
	Procurando que el servicio que se provea al usuario cumpla con normas de calidad y confiabilidad mínimas que sean viables y consistentes con un análisis de costo-beneficio o costo-eficiencia, acorde a la naturaleza del servicio y las condiciones de suministro
	La  Ley No. 272 establece, entre las siete reglas especificadas en el Artículo No. 2, que la industria eléctrica deberá seguir:

1. “Seguridad, continuidad y calidad de la prestación del servicio eléctrico”

2. “Eficiencia en la asignación de recursos energéticos, con el fin de obtener con el menor costo económico la prestación del servicio eléctrico” 

En el artículo 112 de la Ley No. 272 indica entre los principios del régimen tarifario:
1. Eficiencia económica: Se refiere al régimen tarifario que procurará que las tarifas se aproximen a lo que serían los precios de un mercado competitivo.

2. Suficiencia financiera: Se refiere a la promoción de un equilibrio económico financiero de los concesionarios, generando los ingresos necesarios para recuperar sus costos de inversión, costos y gastos de operación y mantenimiento, garantizando la expansión del servicio en su área de concesión.

Entre los objetivos específicos del Programa propuesto se incluyen: (i) garantizar la sostenibilidad financiera del sector eléctrico, mediante la consolidación de la estabilidad financiera a nivel de distribución al reestructurar las transferencias a las empresas de distribución a través del reconocimiento de los costos originados por los asentamientos, al hacer efectivo el ajuste del factor de expansión de pérdidas, al reconocer los costos financieros por el retraso de pagos a los generadores, al continuar implementando las normativa anti-fraude, al promover las inversiones en distribución, al promover la revisión periódica de tarifas y al iniciar un proceso de reestructuración del esquema de subsidios; (ii) mejorar la transparencia de los resultados en la gestión del sector, mediante la publicación de los resultados financieros y los principales indicadores de desempeño técnico de los agentes públicos y privados del sector.

	c. Suministrar un servicio en condiciones de eficiencia
	Desde el punto de vista de la oferta, buscando proveer los servicios con los menores costos posibles.
	El PNSER impulsa el uso de fuentes renovables y tecnologías más eficientes para la generación eléctrica sostenible, fomentar el uso de sistemas modernos de protección, medición y comunicación, así como la automatización de las redes eléctricas de distribución. Todo esto con la finalidad de entre otras cosas mejorar la eficiencia del sistema eléctrico.
En específico, el artículo 56 de la Ley No. 272 donde se indican los lineamientos para la operación del Sistema Interconectado Nacional (SIN) indica entre los principios para el mercado de transacciones físicas y económicas de ocasión se establece que:

2. Precios sancionados en forma horaria en base al costo marginal de abastecer la demanda, dando prioridad a los requerimientos de calidad, continuidad y confiabilidad del servicio.
El artículo 57 de la Ley No. 272 ratifica que “La operación del Sistema Interconectado Nacional (SIN) se hará atendiendo la demanda de energía eléctrica en condiciones de máxima confiabilidad y calidad, mediante la utilización eficiente de los recursos disponibles y de acuerdo con la Normativa de Operación.”

En el artículo 112 de la Ley No. 272 indica entre los principios del régimen tarifario:

1. Eficiencia económica: Se refiere al régimen tarifario que procurará que las tarifas se aproximen a lo que serían los precios de un mercado competitivo.
2. Suficiencia financiera: Se refiere a la promoción de un equilibrio económico financiero de los concesionarios, generando los ingresos necesarios para recuperar sus costos de inversión, costos y gastos de operación y mantenimiento, garantizando la expansión del servicio en su área de concesión.
Las regulaciones establecidas, por lo tanto, indican que el sistema tendrá que funcionar bajo un régimen donde se priorice el uso eficiente de los recursos disponibles y al menor costo. 

El Programa propuesto tiene entre sus objetivos específicos promover una matriz energética sostenible, fomentando las energías renovables, la inversión privada y la eficiencia energética. Este objetivo se alcanza mediante la consolidación de un marco regulatorio que promueva la inversión privada en energía renovable, el fortalecimiento de los conocimientos técnicos de los agentes en el manejo de la generación con energía renovable, la creación de un marco normativo y una política de eficiencia energética, la creación de una normativa para generación distribuida.

	d. Generar incentivos adecuados a la demanda de servicios
	Debe velarse porque existan los incentivos adecuados para que los usuarios hagan un uso de éstos servicios compatibles con su sostenibilidad económica, financiera y ambiental.
	La  Ley No. 272 establece, entre las siete reglas especificadas en el artículo 2, que la industria eléctrica deberá seguir:

5. “Eficiencia en el uso de la electricidad por parte de los clientes y los Agentes Económicos.”

6. “Prestación del servicio con estricto apego a las disposiciones relativas a la protección y conservación del medio ambiente y de seguridad ocupacional e industrial.”
El Componente iv del Programa propuesto denominado “Matriz Energética Sostenible, Fomento de Energías Renovables, Inversión Privada y Eficiencia Energética.” apoyará la promoción del uso de fuentes renovables y la generación distribuida dirigida a alcanzar una matriz energética sostenible.


	2.3  El alcance de  la sostenibilidad  de  los  servicios  públicos  domiciliarios se promoverá en función de tres pilares:

	Sostenibilidad financiera: 
	Procurando contar con suficientes ingresos por la prestación del servicio al usuario, con los aportes de la comunidad y con los aportes directos del gobierno que permitan cubrir los costos eficientes de prestación del servicio.


	El artículo 113 de la Ley No. 272 indica que “Los costos del sistema eléctrico a nivel de distribución que servirán de base para la definición de la tarifa a los consumidores finales regulados tomarán en cuenta lo siguiente:
1) Los costos de energía y potencia;

2) Las transacciones realizadas en el mercado de ocasión que consideran los precios de la energía y la potencia calculadas por el CNDC de acuerdo a la Normativa de Operación;

3) Los niveles de pérdida de energía y potencia características de un distribuidor eficiente;

4) Los costos de acceso y uso a las redes de transmisión y los niveles de pérdidas aceptables en la Industria Eléctrica;
5) Los costos de redes de distribución y los gastos de comercialización característicos de un distribuidor eficiente;
6) A partir del uno de Julio de 2008, el INE certificará mensualmente para su traslado a tarifas, los desvíos tarifarios resultantes de la diferencia entre el Precio Medio de Venta Teórico y el Precio Medio de Venta Real multiplicado por las ventas reales de energía en kilovatio hora (kWh) de cada mes realizadas por las distribuidoras a los clientes finales, en base a lo cual, cada doce meses a partir del día primero de Julio del 2008, serán efectuados los ajustes necesarios a la baja o al alza de la tarifa, de tal forma que sean incorporadas a dicha tarifa los montos correspondientes a los desvíos acumulados en los doce meses anteriores.
Por consiguiente, el marco regulatorio estipula claramente un modelo tarifario que traslada a los precios finales todos los costos del sistema y prevé un mecanismo para ajustar los desvíos que puedan ocurrir. 

En el Componente I del Programa propuesto se incluye  la Sostenibilidad Financiera del Sector Eléctrico. Este componente apoya la sostenibilidad institucional financiera del sector eléctrico, a través de la elaboración e implementación de políticas y/o acciones dirigidas a adoptar un programa de medidas para recuperar la sostenibilidad financiera del sector. Esto se logrará mediante la consolidación de la estabilidad financiera a nivel de distribución al reestructurar las transferencias a las empresas de distribución a través del reconocimiento de los costos originados por los asentamientos, al hacer efectivo el ajuste del factor de expansión de pérdidas, al reconocer los costos financieros por el retraso de pagos a los generadores, al continuar implementando las normativa anti-fraude, al promover las inversiones en distribución, al promover la revisión periódica de tarifas y al iniciar un proceso de reestructuración del esquema de subsidios

	Sostenibilidad ambiental: 
	Apoyando  que la selección, ejecución, operación y mantenimiento de los proyectos para prestar el servicio cumplan con las salvaguardias ambientales del Banco y contribuyan al desarrollo de una infraestructura con mayor resiliencia, considerando alternativas viables para mitigar el cambio climático.
	En el PNDH se indica que el propósito fundamental de la política energética es la ampliación de la oferta de generación de energía con recursos renovables. 

La Ley No. 272 establece, entre las siete reglas especificadas en el artículo 2, que la industria eléctrica deberá seguir:

5. “Eficiencia en el uso de la electricidad por parte de los clientes y los Agentes Económicos.”

6. “Prestación del servicio con estricto apego a las disposiciones relativas a la protección y conservación del medio ambiente y de seguridad ocupacional e industrial.”
El Componente ivdel Programa propuesto denominado “Matriz Energética Sostenible, Fomento de Energías Renovables, Inversión Privada y Eficiencia Energética.” apoyará la promoción del uso de fuentes renovables y la generación distribuida dirigida a alcanzar una matriz energética sostenible.
El Programa generará impactos positivos al mejorar la confiabilidad y calidad del suministro eléctrico nacional, reducir pérdidas eléctricas y atender la demanda proyectada en los próximos años.

	Sostenibilidad social: 
	Contribuyendo a incrementar el acceso al servicio y previendo mecanismos de consulta con la comunidad sobre los aspectos relevantes de la provisión del servicio.
	El PNDH “persigue la prosperidad que conduce a nuestra sociedad por la senda del buen vivir, en paz, armonía, en comunidad; que a su vez promueve nuevas opciones de acción social.”

En consecuencia, el objetivo general del PNESER es apoyar  el Plan Nacional de Desarrollo Humano (PNDH), promover el desarrollo socioeconómico del área urbana y rural a través proyectos de electrificación, proyectos de generación y transmisión de energía, impulsando las acciones que contribuyan al fortalecimiento de las actividades económicas y elevar el índice de cobertura eléctrica nacional, incremento sustancial  del uso de las energías renovables y la promoción de la eficiencia energética.
El Programa propuesto incluye el Componente III denominado Transparencia de Resultados en la Gestión del Sector. Este componente permitirá mayor transparencia de resultados en la gestión del sector, estableciendo mecanismos que mejoren la visibilidad de resultados de las empresas públicas y concesionarias.


	Principios de la Política que orientan el diseño y la supervisión de las operaciones del Banco
	Descripción
	Comentarios

	3.2  Apoyar a los países para atender las necesidades básicas de acceso
	La ampliación del acceso a servicios públicos domiciliarios a precios asequibles es una necesidad en la región, especialmente en los países con menor grado de desarrollo y en las áreas rurales de todos los países. 

El acceso a estos servicios es esencial para contribuir al proceso de reducción de la pobreza y promover un desarrollo incluyente. 

El Banco apoyará el desarrollo de esquemas sostenibles que utilicen la combinación costo-eficiencia y las soluciones tecnológicas más apropiadas en función de las características de la demanda y el servicio público para atender las necesidades de acceso de la población, tanto rural como urbana
	En el artículo 2 de la Ley No. 272, se establece que la industria eléctrica se deberá regir según siete reglas específicas en las cuales la séptima indica que deberá buscar la “Expansión de la capacidad de generación de energía y del servicio eléctrico.” 

Igualmente, establece en el artículo 6 que el estado por medio del Ministerio de Energía y Minas (MEM) deberá “desarrollar la electrificación en el área rural y en las poblaciones menores donde no se ha desarrollado interés de participar de parte cualquiera de los agentes económicos”.     

Entre los objetivos de políticas del Programa se incluyen la “sostenibilidad financiera, técnica y operativa del sector.” En este objetivo se incluyen compromisos en el primer y segundo programático que buscan la sostenibilidad financiera de la provisión de servicios a los asentamientos mediante la extensión de un esquema tarifario específico financiado por el estado. 

	3.3  Las mejoras continuas en la gobernanza de los servicios públicos domiciliarios serán clave para incrementar la eficiencia en su provisión y proteger satisfactoriamente los intereses de los usuarios.

La Política sostiene que la gobernanza para la toma de decisiones en la gestión de los servicios públicos domiciliarios, así como el marco normativo y/o regulatorio que los reglamenta y supervisa, son los principales factores determinantes de su desempeño, calidad y sostenibilidad.

	a. Promover la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas.
	Las operaciones financiadas por el Banco impulsarán los arreglos institucionales básicos para que los países de la región adopten medidas que promuevan la integridad y aumenten la transparencia en la provisión de servicios públicos domiciliarios, con el objetivo de mejorar la rendición de cuentas y fortalecer el cumplimiento de los derechos de los usuarios. En virtud de ello, el Banco hará  los  mayores  esfuerzos  para  que  sus  operaciones  contribuyan  al desarrollo  de  sistemas  de  buena  gobernanza  en  los  actores  públicos  y privados. Adicionalmente, esta Política reconoce que la debilidad en la información estadística pública y la escasez de la información estadística privada son factores que, frecuentemente, privan de respuestas adecuadas a preguntas básicas sobre las necesidades de inversión en infraestructura, el desempeño de las empresas proveedoras de servicios, o la estructura y evolución de las tarifas. Por lo tanto, el Banco impulsará la transparencia focalizada teniendo en cuenta las necesidades de los usuarios de la información, la manera más efectiva en que debe hacerse disponible y los canales idóneos para distribuirla.
	La Ley No. 272 establece como requisito del funcionamiento del sector que los participantes del sector, ya sea generación, transmisión, distribución y comercialización se rijan por  reglas de seguridad, continuidad, calidad, eficiencia, promoción de la participación privada, protección de los derechos de los clientes, continuidad y calidad.

La ley asegura la gobernabilidad del sector mediante una estructura institucional adecuada, una definición clara de funciones y un sistema de rendición de cuentas.

El Programa contribuye a promover la integridad, transparencia y la rendición de cuentas a través del componente II, Transparencia de Resultados en la Gestión del Sector. En línea con las prioridades del sector, a través de este componente se avanzará para establecer mecanismos que mejoren la transparencia de resultados de las empresas públicas y concesionarias en el sector. Mediante la publicación de resultados e indicadores claves de desempeño. 

	b. Analizar las características e impactos de los subsidios. 

	La operación y financiamiento de los servicios abarcados por esta Política debería lograr la recuperación de costos de prestación en condiciones de eficiencia mediante tarifas   a   los   usuarios.   Sin   embargo,   esta   Política   reconoce   que, ocasionalmente,  la  sostenibilidad  financiera  puede  alcanzarse complementando los ingresos provenientes de las tarifas por la venta del servicio al usuario, con aportes de la comunidad y aportes directos del gobierno.  En  situaciones  en  las  que  se  otorguen  subsidios,  el  Banco promoverá que tanto su asignación como utilización se realicen de modo transparente y sujeto a mecanismos frecuentes y eficaces de rendición de cuentas. Estos mecanismos incorporarán: i) la identificación y   análisis de fuentes y beneficiarios de los subsidios; ii) el análisis de la incidencia distributiva de los subsidios; y iii) la cuantificación del subsidio relativo a indicadores macroeconómicos (por ejemplo, Producto Interno Bruto, erogaciones totales del sector público) utilizados por el Banco o por el nivel de gobierno que otorgue los subsidios para informar sobre su sostenibilidad fiscal.  En  los  casos  en  que  se  otorguen  subsidios  tarifarios,  el  Banco impulsará su focalización en los grupos más vulnerables y de menores ingresos. Adicionalmente, y en la medida de lo posible, el Banco apoyará a los países para sustituir los subsidios tarifarios a los servicios públicos por mecanismos de transferencias de ingresos más directos y focalizados en los segmentos de la población con menores ingresos.
	El Programa tiene como objetivos (i) acompañar al GdN con acciones orientadas a recuperar la sostenibilidad financiera del sector eléctrico nicaragüense; (ii) apuntalar a la sostenibilidad técnica y operativa; (iii) establecer mecanismos que mejoren la transparencia de resultados en la gestión del sector eléctrico; (iv) promover el uso de fuentes renovables; (v) promover la participación privada y la eficiencia energética para alcanzar una matriz energética sostenible, todo esto buscando a contribuir a la consolidación de las cuentas fiscales y externas.

Las reformas de políticas que promueve el Programa incluyen medidas sobre la política tarifaria que buscan reflejar de manera más adecuada los costos de la operación del SIN. Igualmente, se estimula la transparencia del sector incluyendo una estructura de subsidios más eficiente y focalizada. 


	c. Separar funciones institucionales para mejorar la gobernanza sectorial

	La experiencia indica que la organización sectorial más efectiva para lograr el objetivo de esta Política es la separación de las funciones de formulador de políticas, regulador del servicio y prestador del servicio. En este contexto, la autoridad sectorial conserva la responsabilidad de formulación de políticas y planificación, los organismos públicos dictan y supervisan el cumplimiento del régimen reglamentario y se asigna a entidades -públicas o privadas- la responsabilidad de proveer el servicio. Esta Política reconoce, sin embargo, que la organización institucional no puede responder a un modelo único, debiendo adaptarse a las particularidades de cada sector y país. En varios países de la región, la  responsabilidad de la formulación de políticas, la regulación y la provisión de los servicios públicos domiciliarios reside en el ámbito local (provincial o municipal). En estos casos, en los cuales no necesariamente es óptimo separar los roles de formulación de políticas y de regulación, el Banco promoverá una regulación homogénea, con parámetros mínimos adecuados de calidad, principios para la fijación de tarifas, y mecanismos de supervisión y control. Además, contribuirá a desarrollar mecanismos institucionales que fortalezcan la debida gestión en el marco de la legislación local
	El marco legal del sector energético de Nicaragua asegura la gobernabilidad del sub-sector eléctrico mediante una estructura institucional adecuada, una definición clara de funciones y un sistema de rendición de cuentas.
Los objetivos del sector eléctrico en el país son consistente con los principios básicos de apoyo a necesidades básicas, transparencia, sostenibilidad financiera, y adecuada organización institucional al tener claramente definido los siguientes elementos: (i) la separación de roles en el MEM, como organismo rector, Instituto Nicaragüense de Energía (INE) como organismo regulador, y las empresas de Transmisión y Distribución; (ii) la estructura sectorial que permite la participación privada en generación  y distribución; y (iii) la reforma de las empresas públicas para mejorar su gestión y el esquema de sostenibilidad basado en tarifas que cubren operación y mantenimiento del SIN y en aportes del GdN que garantizan su expansión.  
En específico el sector eléctrico en Nicaragua se compone por:
El Ministerio de Energía y Minas (MEM), creado en el año 2007 con la promulgación de la Ley Nº 612, es el encargado del diseño de la política energética y de las estrategias nacionales para el desarrollo del sector. Adicionalmente, dirige el funcionamiento de las empresas estatales. El MEM formula, propone, coordina y ejecuta el Plan Estratégico y las Políticas Públicas del sector Energía, incluyendo la toma de decisiones en relación al uso, disposición y concesión de los recursos geológicos, mineros, geotérmicos, hidroeléctricos y los hidrocarburos.
El Instituto Nicaragüense de Energía (INE) es el encargado de las actividades de regulación tanto del mercado eléctrico como del mercado de hidrocarburos en Nicaragua. La ley que lo rige es la Ley Nº 271 con sus reformas.  Esta legislación define al INE como el responsable de la aplicación de la Ley de la Industria Eléctrica y su reglamento, así como de las normas y procedimientos específicos del sector energético.
La Empresa Nacional de Transmisión Eléctrica (ENATREL) es la empresa estatal encargada del manejo de las redes de alta tensión a nivel nacional.

El Centro Nacional de Despacho de Carga (CNDC) es por tanto el encargado de manejar las operaciones del SIN y con ello el mercado mayorista de electricidad.

En la Generación y en la Distribución hay participación pública y privada.

	d. Establecer la estructura sectorial más apropiada en el contexto de las características del servicio y los objetivos de la Política
	La experiencia en procesos de reforma y cambios en la gestión en América Latina y el Caribe muestra  que  el  buen  o  mal  desempeño  de  las  entidades  prestadoras  de servicios públicos domiciliarios no se explica necesariamente por el tipo de propiedad, sea esta pública o privada, ni por la estructura del sector, sea esta monopólica o competitiva. Por ello, y considerando la heterogeneidad en los mercados   y   servicios   de   la   región,   esta   Política   no   promueve   una organización  industrial  sectorial  única para la  prestación  de los  servicios públicos domiciliarios, y destaca que independientemente del modelo de gestión utilizado, se debe contar con prácticas de buena gobernanza y con un marco regulador claro, predecible y estable que incentive la eficiencia y la inversión
	

	e. El  rol  de  la  regulación  económica  para  incentivar  la  eficiencia,  la inversión  y proteger los  derechos  de los usuarios.
	La adopción  de  un régimen regulatorio eficaz y adaptado a las condiciones particulares de cada sector en cada país es un factor clave para el logro de los objetivos de la Política. Un régimen regulatorio debe contribuir a reducir el costo del capital de los proveedores del servicio, incentivar la inversión, fijar estándares de calidad de los servicios y permitir que los proveedores del servicio obtengan ingresos suficientes para alcanzar la sostenibilidad financiera. La selección del instrumento institucional más adecuado a las condiciones específicas del país y del servicio reviste suma importancia para la eficacia y sostenibilidad del  proceso  regulatorio.  Este instrumento  puede adoptar formas  distintas, desde la regulación por contrato hasta métodos más complejos que requieren la creación de un órgano regulador multisectorial o incluso uno específico para  cada  servicio.  La  probabilidad  de  que  la  regulación  económica contribuya a alcanzar los objetivos de la Política aumenta con el grado de independencia, autonomía y transparencia de las instituciones y los procesos regulatorios. La promoción de los derechos de los usuarios debe ser un objetivo primordial del proceso de regulación de los servicios. Así, la regulación  debe  lograr  que  las  ganancias  de  eficiencia,  alcanzadas  en  el tiempo por los proveedores de los servicios, se trasladen a los usuarios vía reducciones tarifarias o mediante mejoras en la calidad del servicio. Para ello, resulta esencial evitar el abuso del poder dominante de mercado por parte del proveedor y aplicar estrictamente los estándares de calidad del servicio. Independientemente de la estructura sectorial y el modelo institucional para la  regulación  elegida  por  cada  país,  el  Banco  brindará  desarrollo de sistemas de información que permitan a los formuladores de políticas y a los usuarios conocer la estructura y nivel de costos y tarifas en las todas las etapas de producción de los servicios.


	El marco legal en Nicaragua tiene como objetivo específico desarrollar mecanismos de promoción que incentiven el aprovechamiento técnico y económico de recursos energéticos, con énfasis en las fuentes renovables, así como también diseñar mecanismos que permitan asegurar la sustentabilidad económica y financiera del sector eléctrico.
El Programa propuesto incluye dos componentes que proponen acciones para la promoción de la transparencia y la eficiencia. 

El Componente II denominado Transparencia de Resultados en la Gestión del Sector permitirá mayor transparencia de resultados en la gestión del sector, estableciendo mecanismos que mejoren la visibilidad de resultados de las empresas públicas y concesionarias. Este componente promueve acciones como: (i) Publicación de los términos de financiamiento de la tarifa eléctrica con vigencia posterior a marzo de 2014; (ii) La publicación por parte de ENEL de sus estados financieros auditados; (iii) La publicación por parte del INE del Índice de Recuperación de Efectivo (índice combinado), Índice de pérdidas, e Índice de cobro según sea suministrado por DISNORTE y DISSUR; y (iv) La Publicación por parte del INE de los desvíos de costos mayoristas.

El Componente III denominado Matriz energética sostenible, fomento energías renovables, inversión privada y eficiencia energética  permitirá el estímulo de la eficiencia energética mediante: (i) La introducción de una propuesta de Ley de Eficiencia Energética; y (ii) El diseño de un Programa Nacional de Eficiencia Energética.  


	f. Generar condiciones adecuadas para que la participación privada sea una opción viable para la provisión de servicios públicos domiciliarios.
	Esta Política reconoce que la competencia tiene el potencial de aumentar la eficiencia productiva y la calidad del servicio. En los mercados cuya tecnología de producción no exhibe las características propias de los monopolios naturales, es posible generar competencia en el mercado, permitiendo   que   varias   empresas   ofrezcan   servicios   simultáneamente. Cuando  los  mercados  son  monopolios  naturales  la  competencia  por  el mercado puede producir los mismos resultados que la competencia en el mercado, siempre que el proceso de selección y regulación de la empresa proveedora del servicio sea abierto y efectivo. La Política reconoce, a su vez, que la participación privada (cualquiera sea su modalidad: contratos de gestión, concesiones o empresas de propiedad mixta, entre otras) es un instrumento clave para cerrar las brechas en la cantidad y calidad de los servicios domiciliarios en la región. La atracción de la participación privada hacia los servicios comprendidos en esta Política y la maximización de su impacto  sobre  las  ganancias  de  eficiencia  en  la  gestión  de  los  mismos depende de la existencia de un contexto macroeconómico favorable para las inversiones y el crédito, la existencia de un marco institucional y regulatorio claro y estable, y la generación de condiciones económicas que reduzcan el costo de capital y permitan obtener tasas de retorno razonables a la inversión. En aquellos casos en que los países consideren que la competencia y la implementación de asociaciones pública-privadas son mecanismos idóneos para incentivar la expansión de la oferta y aumentar la calidad y eficiencia de los servicios públicos domiciliarios, el Banco brindará asistencia en el fortalecimiento del marco institucional y legal y en la generación de reglas y mecanismos que fomenten la participación de las empresas en igualdad de condiciones
	El marco legal de Nicaragua estimula la participación de agentes privados en las distintas actividades del sub-sector eléctrico. 

La Ley No. 272 establece en su artículo 8 la definición de:

Agente Económico: Es toda persona natural o jurídica calificada, domiciliada en el país, que desarrolla actividades definidas en la industria eléctrica bajo cualquier régimen de propiedad.
Cogenerador: Es el Agente Económico que produce simultáneamente potencia eléctrica y energía térmica en el mismo proceso.
Generador: Es el Agente Económico que bajo licencia desarrolla la Actividad de Generación con el fin de venderla comercialmente.

Transmisor: Es el Agente Económico que bajo Licencia desarrolla la Actividad de Transmisión.

Distribuidor: Es el Agente Económico que bajo concesión distribuye y comercializa energía eléctrica mediante un sistema de distribución.
Bajo estos conceptos se establece un marco legal que permite y estimula la participación privada. 

Bajo el Programa el GdN creará una propuesta de líneas de acción para mejorar los procesos en la contratación de energía y potencia en el mercado mayorista, que busca fortalecer el marco regulatorio para que se estimule a la empresa privada.


	g. Fortalecer la gestión de la infraestructura utilizada para la prestación de los servicios públicos domiciliarios
	Aumentar la oferta de infraestructura no siempre es la solución más eficiente para responder al crecimiento de la demanda de servicios públicos. Es frecuente el diagnóstico que induce a construir más infraestructura en lugar de propiciar el uso y gestión óptimos de los activos existentes para aumentar la oferta y calidad de los servicios públicos domiciliarios evitando así realizar inversiones sub-óptimas. Los ámbitos de acción más relevantes para optimizar la gestión de la infraestructura son: i) incentivar la eficiencia en la gestión de las empresas; ii) desarrollar e implementar políticas adecuadas y estables de mantenimiento de activos; y iii) optimizar el uso de la infraestructura a través de incentivos a la demanda. Las políticas de incentivos a la demanda, a través de la fijación de estándares o el establecimiento de incentivos de precios (tarifas de congestión y tarifas en periodos de alta y baja demanda, entre otras) tienen el potencial de modificar los patrones de consumo aumentando la disponibilidad de los servicios de infraestructura. La optimización del uso de la infraestructura mediante el mecanismo de precios no sólo permite ahorrar costos,  también  puede  contribuir a la sostenibilidad  ambiental  al  generar incentivos a conservar, y por lo tanto a reducir las emisiones y los impactos negativos en los ecosistemas. Cuando se establecen incentivos de precios y se modifican tarifas, es altamente recomendable realizar un análisis riguroso de su incidencia distributiva sobre los distintos tipos de usuarios para informar sobre posibles impactos en la inclusión social
	El Componente I del Programa denominado  Sostenibilidad Financiera del Sector Eléctrico. Apoya la sostenibilidad institucional financiera del sector eléctrico, a través de la elaboración e implementación de políticas y/o acciones dirigidas a adoptar un programa de medidas para recuperar la sostenibilidad financiera del sector.
Dentro de este componente se han realizado acciones como la modificación del Factor de Expansión de Pérdidas (FEP) para generar a la distribuidora los incentivos para gestionar la reducción de pérdidas.

	3.4  Promover   la   innovación   para   fomentar   la   eficiencia,   el   acceso   y   la sostenibilidad   ambiental.   


	Los avances tecnológicos permiten,  de forma creciente, diseñar soluciones focalizadas para satisfacer la demanda de servicios de infraestructura. La generación solar fotovoltaica, las generadoras micro hidroeléctricas y las plantas de separación de residuos para reciclaje, constituyen ejemplos donde la tecnología cumple el doble propósito de incrementar la oferta de servicios y contribuir a la sostenibilidad ambiental mediante el desarrollo de una oferta con menores emisiones. La adopción de las tecnologías más recientes también puede coadyuvar a reducir los costos de provisión de los servicios, por ejemplo mediante detección de pérdidas técnicas y no-técnicas en la distribución de agua y electricidad. Adicionalmente, las innovaciones tecnológicas, como los medidores inteligentes, tienen el potencial de reducir el consumo de servicios públicos en períodos de alta demanda. Esta Política resalta el rol de la tecnología para incrementar el acceso con soluciones costo-efectivas, reducir los costos de mantenimiento y administrar el consumo, evitando inversiones innecesarias en mayor capacidad. La Política reconoce que el Banco deberá contribuir a diseminar información  sobre la  adopción,  financiamiento  y esquemas  de  gestión  de las soluciones tecnológicas más apropiadas para cada combinación particular de servicio público y características de la demanda.
	El Componente III denominado Matriz energética sostenible, fomento energías renovables, inversión privada y eficiencia energética  promueve la adopción de normas en el Centro Nacional de Despacho de Carga (CNDC) que estimule la introducción de tecnología de punta para la generación con fuentes renovables en la matriz energética nicaragüense.  



